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El legislador, la comunidad y la libertad individual
Ricardo López Göttig
En este ensayo habremos de explorar los peligros que acechan a la libertad individual en el mundo contemporáneo, enmascarados como caminos de liberación de la persona en nombre del bienestar colectivo. En las sociedades libres y abiertas, el horizonte es, en medida considerable, el resultado de las decisiones que cada persona toma individualmente y por las cuales es responsable. De allí que haya incertidumbre frente al porvenir, lo cual, en varias circunstancias, provoca desazón, ansiedad y una búsqueda de respuestas amparadas en lo comunitario. Los movimientos sociales que rechazan la denominada “globalización” intentan frenar no sólo un proceso de continua expansión de la economía de mercado a nivel planetario, fenómeno que viene ocurriendo desde tiempos inmemoriales y anteriores a los registros escritos, sino que además ponderan un pasado ilusorio en el que –supuestamente– reinaba la armonía social. 
Esta paz entre los hombres fue ensalzada, curiosamente, por fuerzas políticas e ideológicas que se presentan como opuestas entre sí, pero que en realidad comparten elementos comunes, como las corrientes del pensamiento totalitario: el fascismo, el comunismo y el nacionalsocialismo, y hoy con las aspiraciones expansionistas del fundamentalismo islámico. ¿Cuáles son esos elementos comunes entre estas corrientes aparentemente tan dispares? El rechazo desembozado de los principios fundantes de la sociedad abierta y la democracia liberal, como los derechos individuales, el pluralismo y el respeto al otro. Los totalitarismos que han asolado a la humanidad son resultado de experimentos de laboratorio, meditados en la soledad del estudio por parte de “intelectuales” que, armados de la persuasión de sus escritos, dieron rienda suelta a sus planes de ingeniería social. Intentos rodeados del prestigio que otorga la meditación intelectual, han buscado alterar sustancialmente la naturaleza humana con el objetivo de “corregirla”, “transformarla” y “moldearla” hacia un hombre nuevo, noble y desinteresado. Ese hombre nuevo habría de liberarse de las necesidades materiales, ya fuera por su victoria definitiva sobre la escasez de recursos gracias a la producción abundante para todos o por el logro de una personalidad que no precisa de “necesidades artificiales” –abiertamente contradictorio con lo anterior–. Esta supuesta “liberación” de las necesidades materiales se ve reflejada en la utopía marxista del comunismo, en la que reinaría la superabundancia de bienes, a tal punto que esos hombres y mujeres afortunados del futuro podrán dedicarse a la pesca, la caza o cualquier otra actividad sin precisar del sustento material. Es el concepto subyacente de la libertad que manejaban los europeos continentales, en la que la libertad consiste en deshacerse de las ataduras de la ignorancia, la oscuridad, la pobreza, la tradición, la religión y el pasado. 

Michael Walzer, por ejemplo, se hallaría en esta línea de pensamiento “liberador”, si bien dentro de los parámetros democráticos. Arguye que todos nos encontramos “constreñidos” por lo que denomina “asociaciones involuntarias”, a saber: la familia, la cultura, el Estado y la moral.
 Su postura es que estas “asociaciones involuntarias” deben ser comprendidas en su naturaleza, a fin de que podamos elegir libremente. Pero si lleváramos este argumento al extremo de su absurdo, bien podríamos afirmar que estamos constreñidos por haber nacido en una época determinada –nadie me preguntó si quería nacer en este tiempo, en uno anterior o uno posterior–, en una especie determinada, con ciertas características físicas, etcétera. Walzer llama “constricción” a lo que bien podríamos llamar, sin tanta espectacularidad ni resonancia, condicionamientos. Estamos condicionados por la cultura que hemos recibido de generaciones anteriores, por las experiencias del pretérito lejano y cercano, por las particularidades de nuestro tiempo, de nuestras familias y de la sociedad a la que pertenecemos. Estamos condicionados por nuestro orden de llegada a la vida, y tampoco nadie nos preguntó si queríamos nacer antes que nuestros hermanos mayores, nuestros primos y nuestros compañeros. Pero en esta “falta” de libertad de elección no ha habido un acto de violencia que nos obligara a ser quienes somos. Argüir que no somos libres porque involuntariamente hemos nacido en una cultura particular con determinadas creencias religiosas, en una familia que tiene un nivel de ingresos y pocas o muchas relaciones sociales, es caer en una trampa que incita a la fantasía contrafáctica: ¿qué hubiera ocurrido con la cultura occidental y, por consiguiente, con mi vida particular, si Julio César no hubiese cruzado el Rubicón y establecido el imperio en Roma? ¿Cómo hubiese sido mi proceso de socialización formal e informal si Atila hubiera vencido en los Campos Cataláunicos? ¿En qué idioma hablaría y escribiría este ensayo si los árabes no hubiesen conquistado España en el año 711? Así podríamos continuar hasta el infinito, agregando circunstancias personales o catástrofes ecológicas y astronómicas. Mi situación biográfica, en medida considerable, no es el resultado de decisiones propias, pero esto no me hace menos libre. 

Hay, pues, un profundo desdén, desconfianza y hasta desprecio hacia el legado de generaciones precedentes, como si la humanidad pudiera rehacerse desde la nada con cada persona que nace, y como si las experiencias anteriores carecieran de toda validez para el futuro inmediato. Esta postura de tabula rasa con el pretérito es la que ha inspirado a genocidas como Pol Pot en Camboya, pretendiendo un paraíso agrario comunista en Camboya en los años setenta al precio de asesinar a más de dos millones de personas. Cada cultura acumula experiencias, crea costumbres y desarrolla hábitos que evolucionan lentamente –a veces de un modo imperceptible en el transcurso de una vida, y otras de una forma vertiginosa– que se transmite de una generación a otra mediante el proceso de socialización (informal y formal). Es un “ahorro” que se traspasa a las generaciones venideras y que procura evitar el costo de aprender todo con cada nacimiento y a cada paso. Estos conocimientos transmitidos pueden estar errados, y entonces se corregirán más o menos rápido, de acuerdo con el peso que pueda tener lo consuetudinario y el prestigio de las “autoridades” (familiares, religiosas, académicas). Es un mecanismo de ahorro similar al de la acumulación de capital, a fin de que los nuevos miembros de una comunidad no nazcan en la más absoluta pobreza. En este sentido, debemos tener presente que todos nacemos en la más completa ignorancia y pobreza, y recibimos de nuestros mayores una cultura y ciertos bienes que nos permiten sobrevivir y dar los primeros pasos. Por ende, ese humus cultural es el suelo feraz en el que brotan nuevas ideas, concepciones y hasta cosmovisiones. Cuanto más rico sea ese humus, más diverso, más abundante serán sus frutos. Aislar las culturas con barreras proteccionistas, como el “multiculturalismo”, guetos y fronteras, es perder la posibilidad de confrontarlas pacíficamente con otras visiones que enriquecen la propia. El pluralismo cultural, la libre circulación de ideas, personas y bienes nos enriquece material y espiritualmente, oxigenando aún más el humus del cual se nutrirán generaciones venideras.

El concepto de libertad individual que habré de utilizar difiere sustancialmente del que esgrimen los partidarios de la “liberación”. Siguiendo a Friedrich A. Hayek, entenderé como libertad el “estado en virtud del cual un hombre no se halla sujeto a coacción derivada de la voluntad arbitraria de otro o de otros”.
 En este sentido, Hayek vuelve a la acepción original, puesto que libertas hacía referencia al hombre libre, es decir, al que no era esclavo y por lo tanto sujeto a las decisiones de otro, una persona independiente frente a la voluntad arbitraria de un tercero.
 La libertad como ausencia de coacción es diametralmente opuesta a la concepción de la libertad como ausencia de necesidades materiales, o como liberación de las ataduras del pasado, la tradición, las creencias religiosas y las costumbres. En tanto no se ejerza violencia sobre un individuo para que se comporte de acuerdo con preceptos religiosos, culturales o ideológicos, no se puede afirmar que haya ausencia de libertad porque no eligió nacer y compartir una cultura desde el momento de su nacimiento. Hayek precisa que “la coacción implica tanto la amenaza de producir daño como la intención de provocar de ese modo en otros una cierta conducta”.
 El rol del Estado en una sociedad abierta consiste, entonces, en impedir o tratar de impedir que un individuo ejerza la violencia y oprima a otro para dirigir sus acciones. Sartori señala con su claridad habitual que “opresión, en el sentido preciso y serio del término, es privación de libertad”.
 El Estado debe castigar el daño, la violencia y la opresión. El rol del legislador en la sociedad abierta debe ser, por consiguiente, descubrir las leyes que permitan evitar y combatir el mal –el robo, el homicidio, la violencia física, los secuestros, las amenazas, el fraude, el terrorismo, la destrucción de la propiedad, el daño al medio ambiente, etcétera–.
Pero no es esta la visión generalizada sobre el rol del legislador. En grado creciente, y en nombre de “hacer el bien”, el legislador ha ido incrementando la coacción que el Estado ejerce sobre los ciudadanos. El legislador se ha transformado en un creador de mandatos y en un proveedor de beneficios y ha dejado de lado su rol de descubridor de las leyes que evolucionan libre y espontáneamente en la sociedad. Pretende reemplazar la solidaridad voluntaria que parte de personas o asociaciones para asistir a otros que se hallan necesitados, pero con la diferencia significativa de que utiliza los recursos públicos para “hacer el bien”, recibiendo los aplausos y la aprobación de los medios de comunicación por realizar actos generosos con lo ajeno.

De este modo, el rol del Estado se ha ampliado y traspasado las fronteras que las constituciones le han asignado, alejándose de la aspiración de tener un “gobierno limitado” que fuera responsable por sus acciones y que rindiera cuentas claras de sus gastos. El legislador actual supone que desde su atalaya puede discernir la dirección correcta que debe seguir la sociedad en su conjunto, que puede ser moldeada con las normas que él gesta con su pluma y que, por consiguiente, está en sus manos corregir los males para “hacer el bien”. Bauman, al comentar la misión que se habían atribuido a sí mismos los intelectuales modernos, señala que la primera de sus tareas fue la de instruir al pueblo y la segunda la de “contribuir a la empresa acometida por los legisladores”: diseñar y construir nuevos entornos bien estructurados y cartografiados que hicieran posible y eficaz semejante navegación, y dar forma a una “masa” temporalmente amorfa; establecer el “orden social”, o, más exactamente, una “sociedad ordenada”.

Hay, en el mundo contemporáneo, una creciente tendencia a desprender a la persona de su responsabilidad individual, apartándola de decisiones fundamentales en el desarrollo de su vida y dejando un estrecho margen de libertad. El Estado de bienestar, una creación del autoritarismo bismarckiano para reducir la influencia del socialismo en Alemania, es un buen ejemplo de esto. Este pensamiento parte de la premisa de que el capitalismo genera enfrentamientos entre los individuos, dividiéndolos en dos campos antagónicos e irreconciliables: los poseedores y los proletarios. Ante esta summa divisio hominum moderna, el Estado paternalista intervendría para equilibrar los dos platillos de la balanza, alcanzando la armonía social. Una versión argentina de esta concepción fue la gestión del gobernador bonaerense Manuel Fresco –declarado admirador de Benito Mussolini– entre 1936 y 1940, quien desarrolló las bases del asistencialismo estatal en su provincia, con un claro objetivo de disciplinamiento social. Es decir que, gracias a la activa intervención estatal, se organiza y encuadra a los diferentes sectores de la sociedad a fin de que no se enfrenten entre sí, establece cómo son las relaciones entre ellos y les brinda una amplia cobertura de beneficios sociales. He aquí, pues, uno de los primeros escollos de esta concepción, al transformar el beneficio en un “derecho”. 

Los derechos individuales se tienen, no los establece ninguna autoridad. Se tienen por el simple hecho de ser humanos; por ende, no pueden ser negados a nadie. De allí que los derechos individuales sean la vida, la libertad y la propiedad. El beneficio, como indica su etimología, significa hacer el bien. Implica un acto volitivo, puesto que el bien se puede o no hacer, es una conducta que se puede omitir. ¿Se puede afirmar que, desde el principio de los tiempos y cuando el australopithecus comenzaba a erguirse en las áridas estepas africanas, ya existía un derecho a vacaciones pagadas? Porque el derecho es atemporal y se fue descubriendo en un largo proceso histórico de evolución social, y no fue establecido de un plumazo por la voluntad del legislador. Lejos, muy lejos estamos de sostener que muchos beneficios sociales no son altamente positivos para el rendimiento laboral y, por consiguiente, estos deberían ser valorados con simpatía por los empresarios. Pero el Estado-nación con intenciones de benefactor ha entrado en crisis hasta en los países que se tenían como modelos ejemplares, como los nórdicos, por las consecuencias sociales que ha traído por su falta de incentivos al esfuerzo personal, su costo económico de niveles astronómicos y su perjuicio a la productividad. Las empresas son cada vez más transnacionales y se instalan en países que no persiguen a la iniciativa privada con altos impuestos, burocracia y reglamentaciones. “Hacer el bien” se ha convertido en una pesadilla que conduce a la pobreza.

El concepto de derecho se comprende en su totalidad cuando lo contraponemos a la obligación. El derecho de asociación, por ejemplo, supone que los demás no puedan impedir que los individuos se asocien libremente. El derecho de propiedad supone que el resto respete ese derecho, se sostiene erga omnes. Estos derechos se pueden ejercer libremente en tanto no dañen a terceros, no tengan como fin el perjuicio de otros individuos. Pero los llamados “derechos sociales” suponen que la obligación de los demás es el de proveer su satisfacción. Por ejemplo, quien reclame el derecho a la vivienda implicaría que “otros” le entreguen una casa, un apartamento o un dormitorio. Bajo esta acepción, el derecho a trabajar se transforma en la obligación de los empresarios o del Estado de dar empleo a cuantos lo soliciten. De esta forma, los “otros”, la “sociedad” –léase, por consiguiente, el Estado- debe proveer a la satisfacción de esos “derechos”. Como bien señalaba Juan Bautista Alberdi, dar trabajo a un mal actor supondría crearle un auditorio que le prestase atención, aun cuando su espectáculo fuese horrible.

Es claro que una sociedad abierta y democrática puede resolver en debate público, a través de sus instituciones parlamentarias, sus discusiones en la prensa y en los procesos electorales, que deban otorgarse determinados beneficios sociales a sus ciudadanos. Puede ser, por ejemplo, la educación, atención de salud y protección a los más desamparados –infancia, ancianidad, homeless, discapacitados–. Se puede comprender que un alto nivel de instrucción para los ciudadanos representa más y mejor cumplimiento de las leyes y la adhesión a la democracia y el pluralismo, o bien que una población sana y educada tiene un rendimiento económico más elevado y un bajo nivel de criminalidad y marginalidad. Por consiguiente, estos beneficios sociales entrarían en la categoría de inversión. Pero esta debe ser una decisión tomada con un criterio de acompañamiento a la iniciativa privada, que no debe ser trabada ni perjudicada en su libre desenvolvimiento. Ante todo, el ciudadano debe disponer de libertad de elección ante una gama amplia y variada de ofertas de servicios. Pero el hombre del mundo contemporáneo parece haberse desligado de su responsabilidad, es decir, de responder por sus acciones –aciertos y errores–, aguardando que otros tomen decisiones por él. El Estado benefactor y paternalista, en aras de lograr la “armonía social” y la igualdad material, lo ha despojado de tener que decidir por sí mismo sobre varios aspectos de su existencia cotidiana. Aquí concuerda con la promesa de “liberarlo” de las ataduras de lo material, brindándole un mínimo de beneficios sociales de los que ignora cuál ha sido su costo –a pesar de estar representado en el parlamento y pagar sus impuestos–, en tanto el keynesianismo lo induce a creer que el consumo es el motor del crecimiento. Por un lado, entonces, se desliga de tomar decisiones; por otro, ignora hacia dónde van sus impuestos y, en tercer término, se lo estimula a endeudarse y dejar de ahorrar. Esta falta de acumulación de capital afecta seriamente el crecimiento de la economía, puesto que hay escaso ahorro y menor inversión. Se transforma en un niño caprichoso que exige beneficios y que se despreocupa del origen de éstos, pataleando y haciendo berrinches que son satisfechos por políticos populistas, trasladando el pago de los costos –vía endeudamiento o emisión descontrolada de moneda– a las generaciones futuras. El Estado benefactor ha sacado al hombre de la civitas donde era libre y responsable, para convertirlo en un menor de edad mimado en un parque de diversiones.

El Estado crece, se amplía y diversifica, pero a su vez se debilita el Estado-nación, que es un fenómeno reciente –y bastante breve– en la historia contemporánea europea. Ha sido resultado de la concentración en torno a un monarca y a una capital desde la cual se fueron homogeneizando y barriendo las diferencias locales y culturales, y a la par de la descomposición de los grandes imperios centrales multiétnicos que lograron sobrevivir hasta la primera guerra mundial (Austria-Hungría, Imperio otomano y la Rusia autocrática de los zares). Se privilegió la libertad de la nación –comprendida como comunidad lingüística– frente al gobierno de otras naciones, dejando en un segundo plano la libertad individual. La comunidad nacional resumía los deseos de emancipación y de realización de una gesta rodeada con un halo de gloria épica, ensalzada por los bardos y los artistas del romanticismo. Las raíces de la redención y el heroísmo se hundían en un pretérito de grandes hombres, que había quedado sepultado en el olvido y que era rescatado para despertar el orgullo en tiempos modernos. El largo y milenario proceso de universalización que está ocurriendo en la humanidad, hoy llamado “globalización” y que tanta indignación despierta en algunos sectores, está enervando los cimientos del Estado-nación, puesto que los mercados, la opinión pública, las empresas, las comunicaciones, la comunidad científica y las ongs están traspasando las fronteras y los muros que se han erigido para separar a los países. Este proceso está muy lejos de ser algo novedoso. Recordemos, por ejemplo, esa gran autopista de intercambio de mercancías, personas e ideas que fue la Ruta de la Seda, por la que circularon bienes de Oriente a Occidente y de Occidente a Oriente. Recordemos, también, el impacto del helenismo en las culturas del Cercano Oriente, y esa extraordinaria cultura greco-india que surgió en Afganistán, que supo combinar maravillosamente el budismo con la filosofía griega y que se plasmó en el arte, destruido luego por la iconoclasia de los Talibán. En lo que la “globalización” de hoy difiere con la de antaño es en la velocidad, pero el proceso de universalización es el mismo.

Ante este paulatino derrumbe de la “certidumbre” que daba el Estado-nación paternalista, reaparecen con nuevo vigor las comunidades. La Gemeinschaft de Ferdinand Tönnies es, claramente, un tipo ideal en términos weberianos. Son pocas las comunidades que se adecuan a este modelo de Tönnies, tan cercano a lo que cabe comparar con un grupo primario. Esas características de familiaridad, proximidad, de una vida común y compartida, que brinda protección a sus miembros, resultan difíciles de hallar en una sociedad de alta complejidad como la que ha venido evolucionando en Occidente.
 La Gemeinschaft a lo Tönnies puede aún encontrarse en zonas de alta montaña, en paisajes bucólicos que despiertan nuestra imaginación, en situaciones verdaderamente insulares, pero ya no son un rasgo típico de nuestras sociedades. La comunidad, bien afirma Zygmunt Bauman, se nos muestra elusiva en nuestro tiempo, se nos presenta como un obsequio delicioso al que no podemos acceder, tal como en el mito de Tántalo.
 Por otro lado, aun cuando admitamos que existen esas comunidades en el seno de las sociedades complejas, la Gemeinschaft no escapa del todo a aspectos de la Gesellschaft, en la que reina el contrato, la norma igual y abstracta y en la que es posible desarrollar la individuación. Hasta en la más cerrada de las comunidades, el individuo puede separarse y partir –a pesar del doloroso costo emocional que esto le traerá–, porque hay un consenso fundamental, el respeto a la libertad individual y al pluralismo, que implica tolerancia recíproca entre sus miembros. En este sentido, coincidimos con Giovanni Sartori en que el pluralismo está en la esencia de la sociedad abierta. 

Sartori, en su obra ya citada, habla sobre la comunidad pluralista, en la que los miembros aceptan el disenso basado en la tolerancia recíproca. Esto significa que no hay conflicto –o éste ha sido mitigado al punto en que no hay daño–, pero que tampoco se impone el consenso entendido como unanimidad de opinión y sentir. En la comunidad pluralista hay diferencias y se aceptan, en una situación de libre exposición de las divergencias. Ello no significa que la tolerancia destruya las identidades culturales o religiosas, sino que permite que convivan sin oprimirse entre ellas. Retomando el argumento de Walzer de que nacemos en “asociaciones involuntarias”, en la comunidad pluralista a nadie se le prohíbe pasar de una asociación involuntaria a una voluntaria. Que lo haga o no depende enteramente de su deseo. Pretender no nacer en una “asociación involuntaria” implicaría preguntarle a cada niño recién nacido a qué asociación desea pertenecer y, consiguientemente, transmitirle la socialización que él prefiera libremente ya desde la cuna... Pero que un oriental utilice palillos para comer, que un indio emplee sus manos y que un occidental recurra al cuchillo y tenedor no fue resultado de una elección conciente de todos los miembros de la cultura, sino que son herencias que recibimos de nuestros antepasados a través del proceso de socialización. ¿Hay etnocentrismo en la socialización? Por supuesto que lo hay, como ocurre en todas las culturas. Se transmite lo que en cada cultura es “correcto” de acuerdo con los usos y costumbres, pero también es parte del proceso de socialización en una comunidad pluralista comprender que hay otras culturas a las cuales toleramos, aun cuando no adoptemos las costumbres de los otros. 

La violencia surge cuando se busca imponer un solo modelo cultural a todos los miembros de la sociedad, lo que en muchos países se llama la “identidad nacional”. ¿Qué es la identidad? Se pretende que cada individuo sea idéntico a esa esencia que define la nacionalidad. En Argentina, a comienzos del siglo xx y en pleno apogeo de las oleadas migratorias –el 75% de los habitantes de la ciudad de Buenos Aires llegó a ser inmigrantes extranjeros– se planteó la propuesta de “argentinizar”. Y la definición de la “argentinidad” era el habla castellana y la práctica del culto católico apostólico romano. La “identidad nacional” supone, entonces, que quienes no son idénticos a ese arquetipo no forman parte de la nacionalidad y, por consiguiente, o deben ser expulsados o asimilados forzosamente –instrucción pública mediante–. He aquí, entonces, un derecho siempre defendido por el liberalismo, como es el derecho a existir de las minorías. Y la primera minoría es el individuo. Una de las tentaciones en las que ha caído el legislador ha sido la de corregir esas “desviaciones” dentro de la comunidad a fin de construir la “identidad nacional”, buscando la armonía entre las partes y la eliminación de toda diferencia. 

Ha sido el poder arbitrario del Estado el que ha destruido culturas locales, comunidades religiosas y lingüísticas, empleando la violencia armada, el dominio de la burocracia y la instrucción pública. Un ejemplo reciente fue el intento de “germanización” de la población checa durante la ocupación nazi, cuando se prohibió el uso de la lengua local. Se cerraron las escuelas que impartían clases en checo y se impuso la obligatoriedad de hablar en alemán en todo el territorio del llamado “Protectorado de Bohemia y Moravia”.

¿El comunitarismo y el multiculturalismo son respuestas que respetan la vigencia de los derechos individuales? Sostengo que, en su esencia, el comunitarismo y el multiculturalismo buscan restaurar comunidades cerradas sin contacto unas con las otras, preservando identidades pétreas e indiscutibles y fomentando la intolerancia hacia la diversidad y el cambio.

Alain Touraine señala que al comunitarismo, definido como “el poder de los dirigentes de la comunidad de imponer prácticas y prohibiciones a sus miembros”, se opone claramente al concepto de la ciudadanía. Desde este punto de vista, considera que el comunitarismo se opone claramente a la libertad individual.
 Touraine distingue los derechos culturales de los derechos políticos, en tanto afectan a poblaciones particulares (por ejemplo, el derecho al Ramadan por parte de los musulmanes). Es el derecho de ser otro, no de ser como los otros.

No compartimos con Touraine la distinción entre derechos políticos y derechos culturales. Derechos políticos son elegir y ser elegido, y se refieren estrictamente a la participación democrática. A nuestro criterio, los derechos individuales reúnen lo que él engloba en derechos políticos, civiles y culturales. Los derechos individuales o libertades fundamentales no diferencian entre el ciudadano y el habitante, sino que iguala a ambos. No deja de lado a quien no tiene el status civitatis, como puede ser el inmigrante. ¿Derecho cultural? ¿Es el derecho a educar a los hijos de acuerdo con una lengua, valores, religión determinada? Entonces hacemos referencia al derecho individual de educar y enseñar, al de asociarse con otros –para fundar una escuela o un club social, para practicar un culto–, al de expresarse y de prensa –para difundir opiniones religiosas, para publicar en mi propia lengua–. ¿Qué se pretende con la proclamación enfática de los derechos culturales como algo separado de los derechos individuales?

A nuestro juicio, la proclama multicultural anhela llevar conflicto adonde hasta ahora había disenso. Porque las minorías que reclaman reconocimiento de sus “derechos culturales” son, en varias oportunidades, movimientos sociales que carecen de una cultura propia –en el sentido antropológico del término–, como es el caso de las reivindicaciones de género. Tras la máscara de los “derechos colectivos” de una cultura se disfraza hábilmente la existencia de un grupo. Y quien lee “grupo” lee un factor de lobby y también de una asociación activa de propaganda, de acción y, por supuesto, de votos en una campaña electoral. Se presume que actuarán de modo coordinado y tras un interés compartido de defender ese “derecho colectivo”. Una de las claves para el éxito de estos movimientos sociales es la capacidad de ruido que puedan generar. 

La máscara multicultural disfraza, por otro lado, un apartheid de nuevo cuño, en el que la minoría busca segregarse de la mayoría. Recordemos cuál era la naturaleza del apartheid que imperó en Sudáfrica durante la mayor parte del siglo xx, un régimen ignominioso que finalmente fue sepultado por el repudio que despertó dentro y fuera de ese país. Los teóricos y practicantes del apartheid sostenían que las diferentes tribus africanas debían seguir su camino separado de las costumbres occidentales, por lo que debían vivir separadas de la comunidad blanca de ascendencia europea. Ello suponía, entonces, que tendrían sus comunidades segregadas, sus propios “países” con gobernantes, sistema jurídico de herencia tribal, y administraban su educación y sistemas de salud. En Sudáfrica se llegaron a establecer varios de estos países –nunca reconocidos como sujetos de derecho internacional por el resto de la comunidad internacional–, como Ciskei, Transkei, Bophuthatswana, Venda, entre otros, llamados en su conjunto los Bantustán. ¿No era esta una forma de no ser como los otros? Touraine respondería que esta forma de no ser como los otros fue impuesta, no libremente decidida, y en esto estaría plenamente de acuerdo. Pero los multiculturalistas que aspiran a erigir nuevas murallas de separación entre “culturas” ¿no están buscando esto mismo? El pluralismo implica que cualquier individuo pueda o no ser como los otros, sin que nadie deba dañarlo por esta elección. Cualquier individuo podrá recibir más o menos presiones de su entorno para que se mantenga dentro de ciertos parámetros culturales, pero nadie tendrá derecho a perjudicarlo si opta por un cambio. Porque la sociedad abierta es de libre elección y orden espontáneo.

En Bolivia se ha planteado la propuesta multicultural de que coexistan distintos sistemas jurídicos, aplicables de acuerdo con la comunidad a la que cada uno pertenezca. El pluralismo jurídico ataca la esencia misma de la isonomía, de la igualdad ante la ley, una de las grandes conquistas de la humanidad. Que cada persona sea igual ante las normas, y no se establezcan normas específicas para cada uno, es un principio de la ciudadanía democrática. Por otro lado, ¿cómo distinguir quién pertenece a cada comunidad? Porque, por un lado, se afirma que hay descendientes de blancos europeos –a los que se juzgaría de acuerdo con las normas derivadas del derecho romano e hispánico– y, por otro, los descendientes de aborígenes serían juzgados de acuerdo con el derecho consuetudinario originario. ¿Y qué ocurre, entonces, con quienes son mestizos? ¿Puede uno optar por uno u otro régimen jurídico a fin de evitar los azotes como pena? De aprobarse este sistema, se viviría en una situación de apartheid jurídico para quienes queden bajo la órbita del derecho indígena, puesto que éste no contemplaba las garantías constitucionales como el habeas corpus y el debido proceso, ambas creaciones del derecho romano (y la civilización grecorromana es una de las fuentes de la cultura occidental). Este apartheid boliviano no es impuesto por los blancos, sino que es reclamado por los aborígenes para separarse de lo occidental. No por ello deja de ser una forma de racismo.
Pero en las sociedades abiertas, por estar basadas en el respeto a la persona humana, cada vez más rechazamos el castigo físico e incluso se está aboliendo la pena de muerte en muchas naciones. ¿Deberíamos aceptar con mansedumbre que entre las minorías étnicas se castigue a las mujeres y los niños, o se abandone a los enfermos y los débiles? ¿Debemos aceptar pasivamente la ablación del clítoris a las niñas? ¿Debemos aceptar que una mujer sea apedreada públicamente por intentar vivir como los otros? En esto seguimos a Sartori –y a Karl Popper–, porque no se puede tolerar a los intolerantes y en una sociedad pluralista no se debe vulnerar el principio de no dañar. En la India los británicos abolieron el sati, una ceremonia en la cual las viudas eran obligadas a acompañar el cuerpo de su marido fallecido en la pira funeraria, una práctica que en sus orígenes era de carácter simbólico.
 ¿Podríamos tolerar el retorno de esa costumbre? ¿Asistiríamos pasivamente a un renacimiento de las torturas de la Inquisición, o las hogueras para las brujas y herejes como ocurría en las colonias puritanas de Nueva Inglaterra? ¿No fueron, acaso, costumbres ancestrales vigentes durante siglos que deberíamos aceptar?

El legislador “multicultural”, a diferencia del legislador de la sociedad abierta, establecería normas propias para cada “cultura” o grupo, abandonando la igualdad ante la ley. La norma que debe ser impersonal pasaría a ser para entidades colectivas. El Estado multicultural abandona la neutralidad para fomentar la diferencia, para separar a unos de otros. Es el proceso inverso al del derecho romano, que fue expandiendo la ciudadanía: el Estado multicultural pretende recrear la división entre patricios y plebeyos.

En la naturaleza misma del concepto del “derecho colectivo” existe, como contraparte, la de la obligación: las otras “culturas” deben respetar a esa minoría, y en esto estoy de acuerdo por los principios de la tolerancia recíproca y de no dañar. Sin embargo, para que esa “cultura” se desarrolle –luego de decenios o siglos de sometimiento a la hegemonía de la “cultura” dominante– precisaría de recursos económicos. Y aquí aparece, en toda su dimensión, la necesidad de generar “ruido” para lograr captar esos recursos. Supone una “redistribución” de carácter muy similar al que se esgrimía por parte del marxismo clásico, de que los poseedores deben devolver lo que quitaron a los proletarios en forma de plusvalía (lo que habría de lograrse definitivamente con la implantación de la “dictadura del proletariado”). El multiculturalismo reclamaría un drenaje de recursos de la “cultura” hasta ahora hegemónica hacia quienes están en las “culturas” oprimidas. No será extraño observar cómo estas “culturas” se multiplicarán, y veremos el renacimiento de culturas y tribus que creíamos absolutamente desaparecidas en los albores de la historia humana. 

El legislador debe centrar su acción en un férreo control de los poderes ejecutivos para que éstos no vulneren los derechos individuales y para que los impuestos se dirijan hacia los fines establecidos por la ley. No debe crear normas que pretendan dirigir a la sociedad hacia caminos determinados y elucubrados desde su cima parlamentaria, sino que debe descubrir las normas que permitan el pleno desenvolvimiento de los órdenes espontáneos que los individuos crean libremente con sus interacciones. Ese desenvolvimiento será más rico y producirá más beneficios en tanto los individuos no se dañen unos a otros, y en tanto el Estado no intervenga –con buenas o malas intenciones– para mandar hacia un rumbo. 

La respuesta liberal a las demandas de respeto a determinadas culturas es más libertad y pluralismo y menos centralismo e intervención estatal en la educación. El rol de Estado liberal constitucional, que protege las libertades fundamentales, sigue vigente, en tanto que éste se halle limitado y controlado. Cuando el legislador se ve fácilmente tentado a dirigir la evolución social hacia uno u otro rumbo, emitirá mandatos que perjudicarán derechos de terceros y que, en el largo plazo, alimentarán más los factores de conflicto en la sociedad. Aquello que buscaba ser un remedio para arribar a un consenso, a pesar de todas las buenas intenciones proclamadas por el legislador, puede degenerar en un conflicto.

El mundo contemporáneo está evolucionando hacia la superación de las barreras erigidas por los Estados nacionales. Los Estados benefactores y paternalistas también están mostrando sus cimientos endebles y sus resultados perjudiciales para la ciudadanía. Las comunidades nacionales no están desapareciendo, sino que asistimos a su transformación. Las comunidades lingüísticas, las identidades religiosas, culturales y hasta filosóficas se afirman, precisamente, por la creciente universalización del planeta. Ante esto, el legislador bien puede caer en la ligereza de escuchar el ruido de los movimientos sociales y distribuir recursos a quienes más gritan y logran más presencia, o bien puede acompañar el fortalecimiento del pluralismo y los derechos individuales, acompañando con el descubrimiento de leyes que contribuyan a desarrollar los órdenes espontáneos.

La respuesta liberal es la devolución de la responsabilidad a los individuos, que en sus comunidades –asociaciones voluntarias o involuntarias– hallarán las herramientas para enfrentar los desafíos de un futuro incierto. Es con la dispersión del poder, desconcentrándolo hacia las comunidades locales, como se puede limitar el poder de un gobierno central –y con tendencias a homogeneizar– y dejar en manos de los individuos las decisiones referentes a educación. Un grado mayor de federalismo y de autonomías municipales, desde los cuales se recauden los impuestos y en los que haya una importante participación de los ciudadanos, vigorizará los fundamentos de la sociedad libre, tal como lo remarcó Alexis de Tocqueville en su célebre libro La democracia en América. Las minorías étnicas, religiosas y lingüísticas que están agrupadas en zonas geográficas dispondrán de su autonomía local para establecer normas de acuerdo con su identidad, en tanto no vulneren los derechos individuales y respeten el pluralismo.

Asimismo, las minorías étnicas, religiosas, filosóficas y lingüísticas pueden fortalecer sus lazos comunitarios a través de asociaciones voluntarias, estableciendo redes de protección a sus miembros. Así fue la experiencia decimonónica de las sociedades de socorros mutuos –agrupados por orígenes nacionales, étnicos u oficios-–que asistían a sus miembros en casos de enfermedad, accidentes, viudez y orfandad, brindando educación, salud y hasta seguros de vejez. Este espíritu de asociación tuvo como resultado la fundación de hospitales, clubes sociales, bibliotecas, escuelas y templos religiosos. Sin que ningún legislador diseñara este orden, las personas se agruparon para asistirse mutuamente. Y las asociaciones podrán fortalecerse en tanto el Estado deje de intervenir en su formación al establecer normas rígidas para su creación, desarrollo y finalidades.

La desmonopolización de la educación debe acompañar este proceso de devolución de la responsabilidad cívica, para que haya numerosas oportunidades y variedad de instrucción en su contenido, forma de comunicación y que respete las diferentes identidades. El cuidado del legislador debe estar en que se preserven como valores indiscutibles de la sociedad abierta y pluralista los principios de no dañar y de tolerancia.

Esta devolución de la responsabilidad cívica supone, entonces, tener una profunda confianza en la capacidad de los individuos para resolver sus problemas existenciales, aprendiendo y errando, y que el rol del Estado es el de protegerlos contra la violencia de terceros. Los individuos no están aislados: muy por el contrario, cooperan libre y voluntariamente para obtener beneficios mutuos, y así lo han hecho desde el comienzo de la hominización. El mercado, los lenguajes, los universos simbólicos, las instituciones familiares, la propiedad y el contrato, los usos y costumbres son creaciones que resultaron de hombres que interactuaron durante milenios y siglos, evolucionando sin que una mente iluminada los inventara de la nada. El legislador debe acompañar y no intentar “guiar” esa evolución social. Y esto, que parece tan poco, es muchísimo para preservar la comunidad pluralista. 
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